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LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 

DECRETA:  

LEY DE CREACIÓN DE UNA TASA PARA EL MEJORAMIENTO 
DE   LA   JUSTICIA   COBRATORIA 

 
ARTÍCULO 1- Créase una tasa - que se denominará: “Tasa para el mejoramiento 
de la justicia cobratoria.” 
 

ARTÍCULO 2- La tasa para el mejoramiento de la justicia cobratoria es un tributo 
cuyo hecho generador es la prestación efectiva o potencial de un servicio público 
individualizado. Será cancelado en un único pago por parte del acreedor, con la 
presentación de la demanda o gestiones iniciales de los siguientes procesos 
judiciales: 
1) Monitorios dinerarios. 
2) Ejecuciones hipotecarias. 
3) Ejecuciones prendarias. 
4) Ejecuciones de garantías mobiliarias. 
5) Reposesión de garantías mobiliarias. 
6) Embargos preventivos que sean competencia de los Juzgados de Cobro Judicial. 
7) Procesos sumarios de cobro judicial. 

 
El pago de esta tasa cobratoria es responsabilidad exclusiva del acreedor. No podrá 
ser trasladada, cobrada o reclamada a la parte deudora, dentro del proceso de cobro 
que realice la parte acreedora. 
 
ARTÍCULO 3- Con la presentación de la demanda o gestión inicial, deberá 
acreditarse el pago de la respectiva tasa; en caso de omisión a la demostración del 
pago o que éste sea insuficiente, se prevendrá la corrección del requisito, para lo 
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cual se aplicará la normativa correspondiente a la demanda defectuosa, sanción y 
régimen recursivo regulados por la normativa general procesal civil. 
 
Cuando se trate de gestiones de inicio de embargos preventivos, reposesiones y 
apropiaciones de garantías mobiliarias, la omisión de pago o su insuficiencia será 
objeto de la misma prevención judicial antes citada, para su cumplimiento dentro del 
plazo de cinco días.  Se advertirá al promotor que en caso de no cumplir el 
requerimiento, se declarará la inadmisibilidad de la gestión y la terminación del 
proceso.  A esta resolución, se le aplicará el régimen recursivo regulado por la 
normativa general procesal civil. 
 
ARTÍCULO 4- La tasa para el mejoramiento de la justicia cobratoria se cancelará a 
favor del Estado mediante enteros o por la forma que se disponga en coordinación 
con el Ministerio de Hacienda. El Poder Ejecutivo reglamentará esta ley. El Poder 
Judicial implementará la normativa interna correspondiente para su ejecución. 
 
ARTÍCULO 5- Esta tasa se calculará aplicando un porcentaje al valor de la 
estimación de la demanda del proceso que deberá estar indicado en el Artículo 2. 
El porcentaje será como mínimo del uno coma cinco por ciento (1,5%) y como 
máximo del dos coma cinco por ciento (2,5%), podrá ser fijo para todos los casos o 
escalonado por rangos según el valor de la estimación de la demanda o del proceso 
cobratorio. 
 
El esquema del porcentaje a cobrar deberá definirse anualmente por la Corte Plena 
del Poder Judicial según lo indicado en este artículo, con base en un estudio técnico 
y financiero que consideren la necesidad de establecer mínimo y máximos para 
hacer la gestión cobratoria, la estadística institucional en materia de cobro judicial, 
los requerimientos conforme el artículo 7 de esta ley y los resultados de la gestión 
cobratoria que se pretender alcanzar que justifiquen la tasa. 
 
Cada modificación en el porcentaje, afectará los procesos nuevos que se presenten, 
surtirá sus efectos a partir de su publicación en el diario oficial La Gaceta. 
 
ARTÍCULO 6- Los recursos que se recauden por este impuesto estarán sujetos al 
artículo 15 “Destinos Específicos” contenido en el título IV “Responsabilidad Fiscal 
de la República” de la Ley 9635 “Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas” 
del 3 de diciembre de 2018. No formarán parte de los recursos que, conforme a la 

Constitución, deben ser traslados al Poder Judicial en el Presupuesto de la 
República de cada año. 
 
Asimismo, los recursos recaudados durante el ejercicio económico serán 
trasladados de forma íntegra al Poder Judicial en una partida especial creada al 
efecto, durante los primeros quince días de enero del año siguiente. 
 
Los recursos se asignarán conforme a los lineamientos y fines establecidos en esta 
ley, a los gastos ordinarios y de inversión de los despachos judiciales que conozcan 
procesos cobratorios de las jurisdicciones civil y agraria, regulados en el Código 
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Procesal Civil, Ley N° 9342; la Ley de Jurisdicción Agraria, Ley N° 6734; y el Código 
Procesal Agrario, Ley N° 9609, este último a partir de su entrada en vigencia. Y un 
10% de lo recaudado se deberá destinar al financiamiento de las secciones 
especializadas en las materias de familia y laboral de la Defensa Pública y para 
garantizar el acceso a la justicia de los pueblos indígenas. 
 
Al cierre de cada ejercicio económico el Poder Judicial deberá rendir a la Contraloría 
General de la República y a la Comisión Permanente Ordinaria de Asuntos 
Hacendarios de la Asamblea Legislativa, un informe sobre los recursos asignados 
por esta ley, las inversiones realizadas, los indicadores de resolución de casos de 
cobro judicial y del comportamiento de mora judicial cobratoria. 
 
ARTÍCULO 7- Los dineros recaudados por el cobro de la tasa para el mejoramiento 
de la justicia cobratoria se destinarán al: 
1) Mejoramiento de la administración de justicia cobratoria que conduzca hacia una 
reducción de tiempos de respuesta con respecto a su retraso judicial. 
2) Creación de tribunales ordinarios o extraordinarios de cobro judicial y asignación 
de nuevas plazas para la atención del retraso judicial en esta materia. 
3) Mejoramiento del soporte logístico y tecnológico informático de los tribunales de 
justicia competentes en materia cobratoria. 
4) Infraestructura y equipamiento de los tribunales de justicia de cobro judicial. 
5) Fortalecimiento de las secciones especializadas en las materias de familia y 
laboral de la Defensa Pública y para garantizar el acceso a la justicia de los pueblos 
indígenas. 
 
ARTÍCULO 8- Las entidades de derecho público no estarán sujetas al pago de la 
tasa para el mejoramiento de la justicia cobratoria, por el principio de inmunidad 
fiscal, a excepción de aquellas entidades que realicen una actividad comercial. 
Tampoco estarán sujetas al pago de la tasa para el mejoramiento de la justicia 
cobratoria las personas físicas o jurídicas que no hagan del otorgamiento o cobro 
de créditos su ocupación habitual.  Los parámetros para la determinación de lo 
anterior se determinarán por la vía reglamentaria.  
 
Además, vía reglamento se determinará los parámetros para que la persona 
juzgadora pueda exonerar del pago, a aquellas personas indicadas en el artículo 2 
de esta ley, cuando acrediten vía incidental, al presentar el proceso, la imposibilidad 
justificada a criterio del tribunal del pago de este tributo.   
 
ARTÍCULO 9- Esta Ley es de orden público y entra en vigencia dos meses después 
de su publicación. 
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